A 
Vo AMAS ES y AN 
: 1) 
á 
Y 
; y 
E 0 e 


E 


ná 


AN 


, 


DE cs 


PUBLICACION MENSUAL 


UR 


ORGANO DE LA FACULTAD DE DERECHO Y NOTARIADO 


e 


DE GUATEMALA. CENTRO - AMERICA 


o 


a. 


-- GUATEMALA, AGOSTO DE IQIO Número 22' 


MEC 


LUNA 


LA 
¿AMAN 


o 


e 
la, 


e 
UEULUS 


A 
o 


AR 


a 
ya 
GAO 


es 


y 
1 
X 
E 
' 
' 
YN 
Ñ 
, 
1 
1 
M 
1 
1 
' 
1 
1 
4 
y 
1 
, 
, 
1 
1 
' 
' 
1 
, 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
1 
” 
1 
1 
' 
ñ 
1 
' 
' 
, 
ñ 
1 
' 
1 
1 
, 
, 
, 
' 
, 
1 
1 
' 
1 
1 
, 
1 
4 
1 
1 
Qu 
bp 
Dm 
y 
lin 


: yde Das E A a E 
pr erales de Filosofía del Derecho EE IS O E 1335 
EL echo Antiguo ----.- a e ERA. Vs 342 


y E Cp 
% 


A 
7 ' 


- (GUATEMALA, C. A. 
puerta y Encuadernación “El Jardín,” 10% Calle Oriente, Núm. 28 


US EE ERE PEA A UA UR CAUSA A 


». 


Es 


Bn 


hemos E 


Led 


MA j 
a a ú 


> 


La Escuela de Derecho 


PUBLICACION MENSUAL 
ORGANO DE LA FACULTAD DE DERECHO Y NOTARIADO DE GUATEMALA, C. A. 
DIRECTOR: LICENCIADO DON MANUEL CABRAL 


Redactores, los señores Catedráticos de la Escuela. 


Colaboradores, los miembros de la Facultad y los cursantes de Derecho. 


Tomo XV. GUATEMALA, AGOSTO DE IQIO. Númeo 22 


BUE LO 


Dolorosa impresión causó en la sociedad de Guatemala la 
triste noticia que circuló en las últimas horas de la tarde del 
domingo 24 de julio próximo pasado, relativa al fallecimiento del 
Sr. Lic. don EDUARDO (GtoEz, originado por violenta y repentina 


. eufermedad. El día anterior había concurrido, como de costum- 


bre, al cumplimiento de las obligaciones que tenía á su cargo y, 
dada su constitución vigorosa, su vida metódica y la buena salud 
de que disfrutaba, nada, absolutamente nada hacía presumir que 
en un momento dado se apagaría para siempre aquella existencia, 
de la cual se esperaban muchos frutos en beneficio de la Patria á 
cuyo servicio se había dedicado. Pero la muerte traidora no 
respeta edades ni condiciones y con una congestión cerebral 
fulminantísima, vino á poner término, con sentimiento general, á 
la vida del ciudadano honrado, del abogado inteligente y digno, 
del juez incorruptible que constituía una de las galas más precia- 
das del Foro guatemalteco. 

Era el Sr. Gozz Magistrado propietario de la Corte Suprema 
de Justicia, puesto de que hacía apenas dos meses escasos que 
había tomado posesión con aplauso de toda la sociedad, y 4” 


Vocal Suplente de la Junta Directiva de la Facultad de Derecho. 
Antes había desempeñado otros cargos públicos, como Juez de 
1? Instancia y Magistrado de la Corte de Apelaciones, siempre 
con acrisolada honradez y con la rectitud y acierto que deben 
tener, como condición sine qua non los encargados de administrar 
justicia. 
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El entierro de los restos mortales del Sr. GtoEz se verificó el e 
25 de julio á las 4 de la tarde. Invitaron para ese acto, además 
de la familia, la Corte Suprema de Justicia, de que el ilustre 
finado era digno miembro; la Secretaría de Gobernación y Jus- 
ticia, en homenaje de reconocimiento á los méritos adquiridos 
con sus importantes servicios y la Junta Directiva de la Facultad 


de Derecho. El cortejo fué selecto y numeroso y, momentos 
antes del sepelio, pronunciaron oraciones fúnebres muy sentidas 
los señores Licenciados don Manuel Echeverría y Vidaurre y don 
Alberto C. Camey, en representación respectivamente del Poder 
Ejecutivo de la República y de la Corte Suprema de Justicia. 

LA EscuELa DE DERECHO Y NOTARIADO cumple el triste deber 
de enviar por medio de estas líneas el más sentido pésame al 
respetable padre del Sr. Magistrado don EDUARDO G0EZ, deseando 
muy sinceramente que el recuerdo de las virtudes por todos 
reconocidas del sér querido que ha bajado al sepulero, sirva de 
lenitivo al amargo dolor que este rudo golpe ha venido á causarle 
en su ancianidad. | 4 


UNA FOSA 


de En una humilde esquela fúnebre, los padres y hermanos del - 
A que en vida fuera Licenciado Prudencio Paz de León, han parti 
cipado la infausta muerte de este joven Abogado, acaecida á 
bordo del vapor “City of Sidney,” en aguas de Acajutla, y 
cuando venía gravemente enfermo, de retorno á la patria. 

En silenciosa y pobre comitiva, hicieron la triste entrada á 
las playas de Acajutla sus mortales restos; y allá, bajo la bendita 
sombra de un mustio cipresal, abrióse la fosa de nuestro compa- 
triota, sobre la cual queda, por todo lujo, la cruz simbólica y 
humilde. | 

Duerman en paz sus restos. Ruja el mar en sus instantes de 
e fiebre, y cante en torno de su tumba el eterno murmullo del 
misterio y de la eternidad. Envuelto ea la infinita sombra, que 
las ilusiones despedazadas, que el róseo sueño de la juventud 
cegado en temprana hora, se transformen en silvestres y aroma- 
das flores; y que la paz inmortal deshaga sobre sus ojos la mirada 
atónita, intensa, profunda y terrible, el horror y la desesperación 
del que muere, entreviendo á través del frío cristal de las postre- 
ras lágrimas, la imagen adorada de los padres, de la familia, de la 
novia, de todo lo que hay de más grande y más sublime sobre este 
mísero mundo. | : 

¡Duerma en paz el compañero de la Escuela! 


Tomado del “Diario de Centro-América. ”* 


y 
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O Facultad de Derecho y Notariado: Guatemala, 25 de julio de 1910. 


- Con motivo del sensible fallecimiento del Sr. Lic. don Eduardo O 
Goez, Vocal Suplente de la Junta Directiva, el Decano de la 0% 
- Facultad de Derecho y Notariado de la República, 7 | 


> DN ACUERDA: 


1% Quela Junta Directiva asista en corporación, al acto de 
la inhumación del cadáver, hoy á las cuatro de la tarde; y que se 
Invite á nombre de la Facultad, para que concurran á él todas las ; 
personas residentes en esta capital; y 
y 2 Que los señores Vocales Sáenz, Valle y Girón, presenten 
-—ála familia del finado sus sentimientos de condolencia por tan 
-—infausto acontecimiento. 


Comuníquese. 
y Cabral. 
3d a 
ALFONSO DE CASTRO Y LA CIENCIA PENAL 
El (Concluye.) 


CAPITULO VII id des E 


De los obstáculos á la acción penal y principalmente | 28 . 
O del derecho de gracia. ] 


Como complemento de sus teorías penales, estudia Alfonso 
de Castro en el libro Pozestate legis poenalis los obstáculos que pue- 
den impedir perpetua Ó temporalmente que los delitos sean hs 
castigados. ' | , ES 

De dos causas puede provenir, según el escritor zamorano, 40 
que el delito quede impune: de la naturaleza misma del crimen ó «as 
- dela remisión ó perdón del poder público, ó sea de lo que hoy se 

llama derecho de gracia. ; 
- Nadieignora las acaloradas discusiones á que ha dado margen A 
ste derecho, atacado por unos como perturbador del orden y Mo 
lefensor del crimen, y bendecido y ensalzado por otros hasta el SA 
nto de llamarle el más bello florón de la Corona. De 
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Beccaria, Bentham y con ellos muchos penalistas de nuestros 


días lo combaten por injusto y anárquico, diciendo que si la pena 
es justa nunca debe perdonarse, y que si es injusta debería 


borrarse de los Códigos y no establecer para impedir su aplicación | 


el derecho de gracia. 

D. Luis Silvela.ha llegado á sostener que cada indulto conce- 
dido por el Poder ejecutivo no sólo es un ataque al judicial, sino 
además una violación del derecho que todos tienen á que se 'nonÓ, 
incluso el mismo reo. 

También Domingo de Soto combatió ya en el siglo XVI el. 
derecho de indulto hasta el punto de decir que no debería conce- 
derse, aun cuando se supiera que conservando la vida 4 los 


delincuentes habían de enmendarse y salvarse, y, por el contrario, 


que dándoles la muerte se habían de condenar. 

La razón en que funda conclusión tan severa es que la pena 
se impone para conseguir el bien público y no para la enmienda 
y provecho particular del reo, por cuyo motivo antes se ha de 
procurar aquél que éste. Et ratio est quoa punitio publica non 
refertur in emendationem, neque in bonum ipsius qui punitur, sed in 
bonum publicum. 

Frente á estos escritores que. EOS con duros calificativos 
el derecho de indulto podríamos citar otros publicistas que ineli- 
nándose al extremo opuesto, conceden al jefe superior del Estado 
la facultad omnímoda y arbitraria de conmutar y perdonar las 
penas sin motivos graves y racionales que lo aconsejen. 

Unos y otros pecan sin duda por exceso, y quizás sea más 
acertada la opinión de los que, sin negar absolutamente la licitud 
y conveniencia del derecho de gracia, establecen, no obstante, 
especiales condiciones á las cuales deba ajustarse su ejercicio si 
no ha de ser injusto y perjudicial. 

Alfonso de Castro pertenece á esta clase de escritores y es 
sin disputa de los que con más acierto han solucionado la cues- 
tión. Sostiene desde luego que los jueces y autoridades inferiores 
no pueden perdonar la pena impuesta por la ley, y aun tacha de 
imprudente y subversiva la conducta de los que interpusieren sus 


ruegos é influencia para inclinar el ánimo del juez á absolver al 
delincuente. Otra cosa sucede con la suprema autoridad del 
Estado, que no estando sujeta á sus propias leyes, puede relevar 
á los súbditos de su cumplimiento, y por consiguiente perdonarles 
parte ó toda la pena cuando sea conveniente al bien común ó con 
ello no se perjudiquen los intereses de nadie. 


va 
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Funda, pues, nuestro autor el derecho de gracia en la suprema 
autoridad del legislador y en el bien común, razones capitales á 
que pueden reducirse cuantas se han aducido en defensa de este 
derecho por los principales escritores de Derecho penal. 

Los unos, como Sthal y Rosshirt, lo defienden fundados en 
que debe conservarse vivo en las muchedumbres el sentimiento 
de benignidad. Otros, como Romagnosi, Greib y De Candolle, lo 
creen necesario para que se cumpla la justicia en casos especiales 
en que sería nociva la rigurosa observancia de la ley. Y no falta 
quien, como Lueder, lo deduce del principio mismo de la soberanía 


ó lo sostiene con Montesquieu y Carmignani en nombre. de la 
prudencia política. 


“Todas estas razones están exactamente comprendidas en el 
argumento que emplea Alfonso de Castro. 

“El príncipe —dice—que tiene la suprema autoridad del Es- 
tado puede dispensar del cumplimiento de sus leyes, y por lo 
tanto, perdonar la pena que él mismo ha establecido cuando lo 
crea conveniante al bien de la sociedad, cuyos intereses le toca 
defender, y siempre que en ello convenga el que fué perjudicado 
por el delito.” 

- Para mejor inteligenbia de estas últimas palabras conviene 
advertir que Castro solamente exige su cumplimiento cuando se 
trate de penas impuestas en favor de una persona privada, en 
cuyo caso se requiere la remisión del ofendido, á no ser que el 
bien común exija necesariamente el indulto del reo. 

Esta doctrina de Alfonso de Castro sobre el derecho de gracia 
puede considerarse como legítimo corolario de la que había 
enseñado acerca del arbitrio judicial. Decía al hablar de éste que 
las leyes, por su carácter de permanencia y universalidad, no 
podían prever y resolver de antemano todos los casos particulares, 


y que por eso debía concederse á los jueces facultades suficientes 
para variar las penas conforme á las circunstancias especiales de 
cada delito. 

Ahora bien; aunque la justicia y el bien social exijan que los 
delitos sean castigados, ¿acaso no pueden ocurrir en determinadas 
ocasiones circunstancias especiales de utilidad pública ó deinterés 
privado que aconsejen el perdón completo del delincuente, ó al 
menos la disminución ó conmutación de la pena señalada por las 
leyes? Véase, pues, el laudable acierto con que el escritor zamorano 
defiende el derecho de gracia, fundado precisamente en ese bien 
público y esa misma justicia á que acuden sus adversarios para 
combatirlo. 


e 
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Castro en favor del derecho de indulto sólo prueban su logia 
en las naciones de gobierno absoluto, pero no en las de régimen 
constitucional, donde por no ser el jefe del Estado el único autor 
de las leyes ni el sujeto de la soberanía, no puede ejercer funcio- 
nes que sólo competen al supremo Poder legislativo. Pero á esto 
se responde que las mismas Constituciones autorizan al jefe del 
Estado para ejercer el mencionado, derecho, aparte de que no 
faltará quien deduzca el derecho de gracia de la naturaleza misma 
de aquella alta autoridad á que Benjamín Constant dió el nombre 
de Poder moderador. . 
Otro obstáculo que puede impedir el ejercicio de la acción 
penal es la publicidad del delito.  Distingue nuestro autor dos 
clases de delitos ocultos: unos puramente internos, y por lo tanto 
de todo punto y ez natura sua ocultos, y otros que son externos y 
por lo mismo cognoscibles, pero que de hecho no son conocidos. 
Eu cuanto á los primeros, no cabe duda alguna de que ni 
pueden ser castigados ni la sociedad tiene autoridad alguna para ' 
conocer y juzgar de ellos. La cuestión, por lo tanto, queda 
limitada á los delitos externos, pero ocultos. Alfonso de Castro 
opina que estos delitos no pueden ni deben ser castigados, á no 
iS ser cuando se trata de leyes penales latae sententiae, no sólo porque 
y al castigo de los crímines debe preceder la prueba de los mismos 
y la sentencia judicial, sino también porque uno de los principa- 
les fines de la pena es destruir el escándalo causado en la sociedad 
por el acto criminoso, cosa que aquí no sería necesaria por tra-- 
tarse de delitos desconocidos. 
Se ha discutido mucho entre los autores si el perdón del 
| ofendido puede bastar á veces para librar al delincuente de la 
a pena merecida por su crimen. En opinión de Alfonso de Castro, - 
la ley puede prohibir, en bien de la justicia y de la sociedad, 
que el ofendido perdone al delincuente la pena impuesta en favor 
suyo; pero fuera de este caso, en que la ley lo prohibe, no encuen- 
* tra inconveniente alguno en que el reo sea librado de la pena si 
aquel en cuyo provecho y reparación cede se la perdona generosa- 
mente. Así, en el caso de que uno fuera condenado á pagar á 
otro determinada cantidad como reparación de daños á €l inferi- 
dos, podría éste negarse á recibirla, sin que con ello violase ley 
| alguna. 


M1 
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CAPITULO VIII 


Juicio general de las doctrinas de Castro y 
comparación de éste con Beccaria. 


Por cuanto llevamos dicho en los capítulos que preceden 
puede apreciarse ya la magnitud de los servicios que prestó 
Alfonso de Castro á la causa de la ciencia penal, y el alto puesto 
que le corresponde entre los más insignes tratadistas de esa 
importante rama del Derecho. No se distinguió, ciertamente, 
por la sorprendente novedad de sus teorías, ni por haber suscitado 
vehemente é impetuosa cruzada con los errores de su siglo; pero 
nadie negará que en sus obras están resueltos, profunda y acerta- 
- damente, los más difíciles problemas de la ciencia penal, y que 
muchas de sus prudentes odservaciones son aún repetidas por los 
sabios como verdados innegables y luminosas. 
Alfonso de Castro no es un escritor de Teología ó Sagrada 
- Escritura que incidentalmente se ocupa de Derecho penal, como 
hasta entonces lo babían hecho varios teólogos españoles, sino 
que de intento y con deliberado propósito escribió un tratado 
especial consagrado exclusivamente al estudio de esa ciencia, 
examinando en él la naturaleza y propiedades de la ley penal y 
todos los problemas en la misma relacionados. Esto sólo bastaría 
para considerar al autor zamorano como fundador de la ciencia 
penal; porque, como ha observado oportunamente el Sr. Hinojosa, 
si por haber sido el primero que en un tratado ex profeso ÓN 
acerca del derecho natural y de gentes, se ha atribuído á Groci 
la gloria de fundador de esta disciplina, con el mismo nat 
debe atribuirse á Alfonso de Castro la de fundador de la ciencia 
del Derecho penal, título que por otra parte justifica el mérito 
intrínseco de sus escritos. 
De la profundidad y sabiduría que avaloran las doctrinas del 
eseritor zamorano no caba dudar. Baste deeir, después de la 
detenida exposición que de ellas hemos hecho en:los capítulos 
anteriores, que en sus obras asienta sobre sólida base el 
derecho de penar, que vindica exclusivamente para el poder 
- público, mientras otros escritores, y aun el mismo Grocio, con- 
cedían dicha facultad al individuo ofendido; que rechaza por 
injusta é irracional la interpretación analógica de las leyes pena- 
les; y que después de enumerar razonadamente las diversas 
cireunstancias que atenúan Óó agravan la malicia de los actos 


», 
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criminosos, determina con admirable precisión los límites 
debe contenerse el arbitrio judicial. Castro, además, prot 
como supremo Poni en materia penal que la da a 


siempre con adecuados castigos la enmienda del e no a ¿ 
la pena capital sino en casos de extremada malicia é incorregibi- 
lidad en el delincuente. Las doctrinas de Castro sobre la retroac- 
tividad de las leyes penales y el derecho de gracia son una prueba 
más de su singular penetración, brillando en ellas, como en las. 
soluciones con que resuelve los más difíciles peca una 
exquisita prudencia para las opiniones radicales, conteneanaia 
en el justo medio, que no es lícito rebasar sin caer en el error. 


Ese arte maravilloso de conciliar opuestas teorías y escoger a 
lo mejor de todos los sistemas, sin encerrarse en exclusivismos 
perjudiciales, es, 4 nuestro juicio, una de las cualidades que más 
enaltecen las escritos de Castro. Precisamente el pernicioso 
exclusivismo en que se han encastillado ciertos escritores moder- 

os, llámense Róder ó Lombroso, asignando á la pena un solo fin 
y procurando adaptar los hechos y los datos de la experiencia 4 
sistemas previamente concebidos, es lo que les ha llevado á los 
mayores absurdos y contradicciones. Castro, por el contrario, 
comienza por exponer y conciliar hábilmente los diversos fneg 
de la pena, estableciendo criterios de prelación para averiguar 
cuál debe prevalecer en caso de conflicto, y no pierde jamás de 
vista que el esencial relativismo y contingencia de los fenómenos 
sociales impide al sabio trazar á priori en este punto teorías 
absolutas é irreformables, que en la pura región de las ideas 
podrían parecer muy ciertas y plausibles, pero en abierta opos E = 
RA ción con la realidad 


do , Y no se erea que Alfonso de Castro estudia las cuestiones de 
Derecho penal sin orden ni concierto, tratándolas cuando le salen 
' al paso ó según «capricho injustificado. Emplea, por el contrario, 
tal orden y tan acertado método de exposición, que no se encon- 
trará mejor en muchas obras de nuestros días. ; 
En su libro De potestate legis poenalis empieza por definir la 
ley y la pena; trata á continuación de la parte filosófica y funda- 
mental, probando la legitimidad del d recho de _penar y fijado 
los varios fines de la pena, y entra luego en el examen de las ; 
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concerniente á la interpretación de las leyes penales, para con- 
cluir estudiando los obstáculos que se oponen á la acción puni- 
tiva. Desciende, por lo tanto, de lo universal á lo concreto, y 
sigue en su obra el total desenvolvimiento de la justicia penal 
desde que aparece la ley en el Código hasta que la justicia queda 
cumplida con el castigo del delincuente. 

Véase ahora la notoria injusticia con que ha procedido César 
Cantú al afirmar que antes de Beccaria no se había encontrado 
ni se había buscado siquiera una teoría jurídica y científica del 
derecho de penar, ó bien sólo se paraba mientes en la ejempla- 
ridad. ñ 

¿Qué fueron en tal caso los notabílisimos escritos de Alfonso 
de Castro, y sobre todo su libro De potestate legis poenalis ? 

Ni se diga que las doctrinas penales del teólogo zamorano 
pasaron desapercibidas sin ejercer influencia alguna en el pro- 
greso de la ciencia, pues ahí están para demostrar lo contrario 
las numerosas ediciones que se han hecho de sus obras por 
espacio de dos siglos en las principales naciones de Europa y las 
polémicas que suscitaron muchas de sus teorías que, si revelan 
alguna resistencia á recibirlas, prueban también que no caían en 
el vacío para morir sin dejar rastro de su existencia. 

-= A esto debe añadirse la semejanza que se descubre entre las 
teorías de Castro y las de muchos escritores posteriores, y que el 
mismo Leibnitz y Grocio siguieron al pie de la letra en más de 
una ocasión las enseñanzas del egregio español. 

Pero aun suponiendo que las doctrinas de Alfonso de Castro 
hubieran pasado desapercibidas sin ejercer influencia alguna en 
los tratadistas posteriores, ¿serían por eso menos aceptables y 
dignas de alabanza? Entonces habría que despojar de la aureola 
de la inmortalidad á muchos célebres escritores, cuyas obras no 
han sido justamente aprociadas hasta muchos siglos después de 
su publicación. 

Ya observó De Maistre que la reputación de los libros suele 
depender menos de su mérito intrínseco que de la reunión de 
ciertas cireunstancias; y estas circunstancias son las que faltaron 
á las obras de Castro, mientras que dieron extraordinaria cele- 
bridad al libro de Beccaria De los delitos y las penas. Prescinda- 
mos. sin embargo, de la oportunidad que nadie ha negado al 
libro del penalista milanés, atendamos únicamente al valor de 
sus doctrinas, y nadie habrá que, sin pecar de injusto, las tenga 
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en mayor aprecio que las de Alfonso de Castro. Basta para con- 
vencerse de ello traer á la memoria las frecuentes contradicciones 
en que incurre el penalista italiano, los errores que defiende con 
tesón digno de mejor causa y el deleznable é inseguro fundamento 
en que apoya sus teorías. Ya lo notaron así muchos escritores 
de diversas escuelas, contestes en afirmar que los elogios tribu- 
tados á Beccaria están en visible desproporción con el mérito 
verdadero de su libro. Mouyart de Vouglans le censura dura- 
mente por haber combatido con frívolas razones la pena de 
muerte y haber fijado como única medida de la gravedad de los 
crímenes la magnitud del daño-causado á la sociedad. A juicio 
del Sr. Aramburu, su obra fué menos sabia que oportuna, y 
Jousse llegó á decir que el libro Dei delitti e delle pene, lejos de 
difundir alguna luz sobre la materia de los delitos, tendía á 
establecer un sistema de los más geligrosos é ideas nuevas que, 
de ser aceptadas, trastornarían la paz y el progreso de los pueblos. 

No es preciso, sin embargo, hacer resaltar los defectos de 
Beccaria para agrandar más la figura de Alfonso de Castro, que 8 
es digna por sí sola de toda clase de ologios. DN 


Abogar elocuentemente por la benignidad y justa proporción pe 3 
de las penas en pleno siglo XVI, en que reinaban la crueldad y la 008 
arbitrariedad en las leyes penales; llamar la atención de los le 
sabios de aquella época hacia el estudio de importantes y difíciles m 
problemas de la ciencia penal, de que antes poco ó nada se ocupa- de e 
ban; y estudiar detenidamente esos mismos problemas en un de 
tratado escrito ex profeso, en que al lado de un método rigurosa- 0 
mente científico y admirable profundidad de conceptos, son er 
méritos selañados que honran sobre manera al escritor zamorano 0 


y le hacen acreedor á un puesto distinguido entre los más insig- 
nes tratadistas de Derecho penal. 

No es esto decir que las doctrinas jurídicas de Alfonso de 0 
Castro no tengan defectos, ni que sus obras sean lo más acabado O 
de la perfección; pero aun concediendo que adolecen de algunas - sad 
imperfecciones, disculpables en gran parte atendido el tiempo en 
que vieron la luz, ¿quién no admirará su fecunda labor de siste- 
matización científica y las facilísimas observaciones en que parece 2 


- como que presintió los adelantos de nuestros días? MOS: 


¡Ojalá que los escritos de Alfonso de Castro fuesen más .... 
leídos y meditados! 
Al cabo de tres siglos transcurridos desde que vieron la luz, 
y no obstante lo mucho que han progresado los estudios panales O 
en los últimos años, aún sería provechosa su lectura y de intere- Ml 
sante actualidad. Ms 
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| Principios Generales de Filosofía del Derecho 


CAPITULO III 


El concepto del derecho. 


No es la sociedad mera coexistencia de individuos, sino que 
comprende como puede la coordinación de los hombres entre sí, 
tanto para que la actividad de cada uno se desenvuelva y no 
encuentre obstáculos en el desarrollo de la actividad de los demás, 
como al efecto de procurar la perfección individual mediante la 
combinación de las actividades individuales en una progresiva 
síntesis social. 

La coexistencia de las actividades individuales y el incre- 
mento de las mismas, mediante una cada vez más perfecta asocia- 
ción constituyen el fin jurídico. 

Para la realización de tan elevado fin, súmanse las energías de 
los hombres completándose recíprocamente y relacionándose 
constantemente bajo una ley de armonía que los mantiene á 
todos en la aspiración al bien general. 

El que según esta ley puede pretender el concurso positivo 
de los servicios ajenos ó negativo del respeto eficaz de cuanto se 
halla bajo el imperio exclusivo de su voluntad, se denomina 
sujeto del derecho; y recibe el nombre de derecho la facultad que 
con arreglo á la ley de las relaciones sociales le corresponde para 
realizar en bien propio el fin jurídico. 

Todos cuantos por virtud de la ley social han de respetar ó 


-proveeral beneficio de su prójimo están sometidos al deber jurídico. 


La ley social que coordina las acciones humanas á la realiza- 
ción del fin jurídico se llama propiamente derecho, y según nos 


refiramos al que arranca de la naturaleza social del hombre, ó 
aludamos á las reglas de obligatoria observación en cada sociedad 
en los diversos momentos de su historia, tendremos el Derecho 


Natural cuyos principios fundamentales promulga la conciencia 


ó el derecho constituído que la autoridad imperante sanciona. 

Ya que la facultad (derecho) y los servicios (deberes) emanan 
de la ley que impone la realización del fin jurídico, importa sobre- 
manera determinar el concepto del derecho como ley de la 
humana conducta; y puesto que todas las criaturas están someti- 
das á la ley natural, antes de fijar la verdadera idea del derecho 
constituído, habremos de investigar' la del prescrito al hombre 
por la ley natural. 


"O 
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El derecho considerado como ley del humano obrar es: Un con- 
junto de leyes prescritas por la naturaleza al hombre, cognocibles 
por la razón de éste y congruentes á la misma naturaleza, que 
regulan y limitan la libre actividad humana, en cuanto es nece- 
sario para la consecución armónica de los fines individuales y 
colectivos en la vida social. 


El derecho como facultad, es: Un poder moral inviolable, 
derivado de la ley natural, que autoriza al hombre para poseer, 
obrar, omitir ó exigir lo que pueda serle útil para la obtención de 
su fin, y no se encamine directamente á Pa el bien ó á causar 
el mal de los demás. 


El deber jurídico es la necesidad moral inviolable de hacer ú 
omitir en beneficio de otro lo que á éste le habilita para conseguir 
su fin, en la medida que la ley jurídica lo exige. 

Es el Derecho natural considerado en su aspecto objetivo, es 
decir, como ley de la conducta social del hombre, uno, inmutadle, 
y universal: ya que los hombres hállanse dotados de idéntica 
naturaleza y tienen por lo tanto el mismo fin 6 igual regla de su 
conducta, bien que ha de adaptarse ésta á las condiciones perso- 
nales y á las circunstancias en que se halla cada uno. Es ¿nmu- 
table, pues determina próxima ó remotamente la proporción entre 
dos términos que nunca varían esencialmente, cuales son el 
hombre y su fin. Es universal, porque siendo idéntica la natura- 
leza de todos los hombres, á todos rige igual ley de conducta. 

Si examinamos la facultad y el deber que de la léy jurídica 
natural emanan, afirmaremos como propiedades esenciales, unas 
que son comunes y otras peculiares de cada uno de esos dos 
efectos de dicha ley; ambos son: xaturales, porque se hallan 
comprendidos en la ley natural; espirituales, ya que no se trata de 
actos puramente físicos sino con una dirección determinada al 
cumplimiento del fin superior del hombre, según su naturaleza 
racional; morales, en cuanto se adaptan al bien del hombre y á la 
ley de la cóndacta humana; ¿nviolables, porque su infracción 
envuelve la de la ley que los determina; ¿rzalienables por lo menos 
en su principio y como atributos del hombre considerado en las 
relaciones sociales; ¿rrefragables, pues no hay nada que se pueda 
oponer válidamente al cumplimiento de lo que la ley natural 

manda, la cual, en último término, es la ordenación hecha por la 
misma naturaleza, que prescribe la conservación del orden natu- 
ral y prohibe perturbarlo; y por último, son exigibles, si bien hay 
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una diferencia muy palmaria, pres el enmplimiento del derecho 
puede el que lo tiene reclamarlo del obligado, en tanto que éste 
tiene sí derecho 4 cumplir su deber, es decir, puede exigir que se 
le permita realizar aquello que el cumplimiento del deber com- 
prende; pero no puede exigir, por regla general, del sujeto del 
derecho que reciba los servicios á qué tiene derecho, de donde se 
deriva el principio de que nadie ha de recibir un beneficio contra su 
voluntad. 


Hay algunas propiedades que son privativas del derecho, y 
la primera de ellas es la de ser en cierta medida facultativo, es 
decir, que hay más ó menos amplitud concedida á la voluntad 
humana para fijar en el orden concreto el momento de la exacción, 
la cuantía y la forma en que ha de realizar el obligado sus servi- 
cios, y hasta se puede renunciar el derecho en concreto, bien 
absteniéndose de ejercitarlo, bien “por cesión á otra persona que 
lo podría utilizar como propio después de la transmisión; y si el: 
-cesionario fuera el deudor, desaparecerá la obligación, refundién- 
dose la facultad de exigir un servicio y el deber de prestarlo en 
una misma persona. Además el derecho es útil á quien le tiene 
y fácilmente se comprobará el provecho que de una facultad 


jurídica resulta. 


: El deber no es facultativo, en cuanto no puede el obligado 
fijar el momento de cumplirlo ni la cuantía y la forma de los 
servicios que ha de prestar, toda vez que sean puntos conereta- 
mente determinados en la ley ó.en su legítima aplicación; mucho 
menos puede el obligado echar de sí la obligación, ni abtenerse de 


cumplirla ni renunciarla; y, en tesis general, tampoco se admite 
la sustitución de persora, independientemente del permiso que 


para ello conceda el sujeto del derecho. Además, el deber no es 
útil al que lo tiene, sino al que lo puede exigir, ya que la única 
ventaja obtenida mediante el cumplimiento de la obligación es la 
- de pagar una deuda, y por lo tanto, la satisfacción de la concien- 
cia y la liberación de una carga que sobre el obligado pesaba. 
El derecho y el deber son correlativos: á todo derecho corres- 
ponde un deber y viceversa, pues todo servicio y todo respeto son 
en obsequio de alguno y, por el contrario, toda exigencia es relativa- 


- mente áuno que ha de dar la oportuna satisfacción y cumpl:- 


- miento. Dícese por Prisco que un ermitaño, como vive en la 
-_ soledad, está ligado á los deberes de honestidad natural, pero no 
tiene derechos, porque vive separado de los demás hombres: luego 
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á todo derecho correspende un deber, dice, pero no á todo. daba 
corresponde un derecho. Mas á poco que reflexionemos, hemos 
de hallar en el ejempo propuesto que el deber nado de e 
honestidad natural corresponde al derecho de la naturaleza, E 
exigible por la propia conciencia; y no sostenemos que á todo. : 
deber moral corresponde un derecho social, pues no hay correla- 
ción entré los términos; pero'á todo deber jurídico: corresponde Da 
un derecho social, y esto es lo que afirmamos. E 


Supuesta la ley y sus derivaciones, el derecho y el ode 0 
hallada la perfecta correspondencia de estos dos efectos, de E ñ 
ley jurídica natural, surge la idea de una relación jurídica: que si 
el concepto de relación es el orden de una cosa á otra, el deber se de 
refiere al derecho y éste al deber correlativo. | pe 


La relación jurídica podríamos decir que es la vida concreta dex de 
derecho,porque es el vínculo que se establece según alguna regla de 
derecho, entre dos personas, por virtud de un hecho que ocasiona 
incremento de las facultades de una á expensas de la limitación 
de las facultades de otra; teniendo por objeto determinadas cosas 
ó actos, y por fin la obtención de algo relativo al cumplimiento 
del destino humano. pl 

Los derechos y los deberes que integran las relaciones jurídi- es 
cas tienen su origen concreto en hechos: fenómenos que al pro- 
ducirse en el orga real colocan en cierta situación á determina- 
das personas y cosas; y al ser regido el nuevo estado que surge, 
por la ley de la armonía social, ocasiona ciertos vínculos entre las 
personas y coloca las cosas en cierta d+perdencia. 5 

Nacen los derechos y deberes correlativos: 1? De actos. no 
dependientes de la voluntad del que adquiere el derecho: 22 De 
los actos lícitos que realiza. 

Hay hechos en el orden puramente natural, que colocándose 
en determinadas circunstancias son causa de ciertas relaciones 
jurídicas; y estos hechos pueden afectar directamente, bien á 
nuestra persona, bien á las cosas sujetas á nuestra potestad; 
ejemplos: el nacimiento es, respecto del que nace, un hecho 
involuntario, con el que se le pone en el mundo sin su consen- 
timiento; y á pesar de ser un hecho independiente de su voluntad, 
pnes no se halla en condiciones de ejercitar esa facultad racional, 
da origen, en el orden concreto, á relaciones jurídicas numerosí- 
simas: está por de pronto sujeto al poder paterno, y, si es póstumo, 
puede hallarse dueño de la inmensa fortuna que su padre le 
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dejara, sólo por haberse dado el trabajo de nacer, como dice 
Fígaro; y aparte de estas relaciones, ya en un orden secundario, 
vemos otras muchas relativas al parentesco, vecindad, ciudadanía, 
nacionalidad, etc., nacidas de un hecho involuntario que recae 
“sobre la persona. También pueden nacer derechos por virtud de 
hechos independientes de la propia voluntad y relativos á las 
cosas sujetas á nuestra potestad; así por ejemplo: el incremento 
paulatino que una heredad recibe por los materiales que va 
depositando en ella la corriente de las aguas, viene á constituir 
un medio de adquirir, denominado accesión por aluvión: del mismo 
modo el hecho de fructificar nuestros árboles y de las crías de 
nuestros ganados, producen la propiedad de los frutos y de la 
cría para nosotros. 

El acto voluntario lícito da lugar al nacimiento de derechos: 
ese acto puede ser unilateral ó bilateral, según que se verifique 
por una ó más personas. Ejemplo del primero es el testamento, la 
donación y el mandato, mientras el heredero, el donatario y el 
mandatario no presten su consentimiento; del segundo, la com- 
proventa, en que por lo menos han de intervenir dos personas: 
comprador y vendedor. 


La extinción de los derechos realízase por virtud de: 1? Un 
hecho involuntario; 22 Un acto lícito; 32 Un acto ilícito. 

12 La desaparición del sujeto, de la materia del derecho, y 

el cumplimiento ó la carencia del fin para que el derecho se dió, 

son hechos independientes de la voluntad humana y dan por 
resultado la extinción del derecho: la muerte disuelve todas las 
relaciones jurídicas—mors omnia solvit—y no sólo la muerte del 
sujeto del derecho, sino también la del sujeto del deber, 
(salvo el caso en que se transmitan á otra persona los derechos ó 
deberes), hace que fenezca la relación que antes existiera.  Des- 
truido el objeto sobre que la facultad jurídica versa, falta el 
término material indispensable en todo derecho; y si el fin para 
el que derecho se dió ya no existe, carece la facultad jurídica de 
razón de ser. 

2% Cuando se abandonan ó enajenan las cosas que nos per- 
tenecen, realizamos actos lícitos y dejamos sin término material 
á la facultad jurídica que antes teníamos sobre ellas. 

39 Como el derecho es soberano y no puede sobreponerse á 
sus dictados la voluntad individual, cuando ésta se opone á la 
individualidad de aquél, tiene que ser arrollado por la fuerza 
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irrefragable de la ley; y al ceder, esa Elena rebelde retrocede 
tanto como fué la invasión en el terreno sometido á la legalidad; y 
no alcanza la eficacia del tiempo solamente á restablecer el imperio 
del deber en aquella zona invadida por las rebeldías de los hom- 
bres injustos, sino que á expensas de los derechos de éstos repara 
los estragos que causaron, naciendo de los actos injustos: la 
necesidad de indemnizar, la restricción de la libertad en previsión 
de ulteriores violencias é imponiendo por medio de los castigos 
la compensación personal de la deuda que no admite compensa- 
ción pecuniaria: incluyendo todas estas formas de restauración 
pérdida de derechos ó, por lo menos, limitación de los mismos. 
Y como el deber incluye recíprocamente un derecho al que se 
refiere, al nacer las obligaciones para unos, surgen al mismo 
tiempo para otros los derechos correlativos. . 


El derecho es susceptible de coacción; pero ni siempre puede 
aplicarse ésta á todo derecho, ni mucho menos puede un accidente 
constituir la esencia de una cosa y definir aquél: el conjunto de 
normas según las cuales se ejerce en un Estado la coacción, como 
dice Ihering, da una triste idea de los hombres y un concepto 
mezquino é inadecuado del derecho. 

Si la coacción jurídica es la reacción del orden contra el 
desorden, con la que se procura mantener el imperio de aquél 
por medio de la fuerza puesta al servicio del derecho, en la 


BA, mayoría de los casos teniendo todos muy arraigado el sentimiento 

: de la justicia adaptamos nuestros actos á la ley, sin que sea 
des. preciso hacérnosla cumplir por la fuerza. Además, 1? Aun cuando 
so tengamos derecho, si no lo demostramos á los ojos de la sociedad, 
pe. no nos acompaña la protección social, porque nuestro derecho no 


es socialmente reconocido. 2? La coacción puede originar per- 
turbaciones tan hondas que, á pesar de disponer de ella, el sujeto 
del derecho se abstiene generalmente de emplearla en aquellas 
relaciones cuya delicadeza impide que sin detrimento de los 
interesados y de otros intereses más altos pueda emplearse; por 
ejemplo, las relaciones conyugales y así todas las restantes de la 
familia. 3? En las relaciones de individuo á individuo y de 
sociedad á sociedad, cuando no hay autoridad superior y el que 
tiene el derecho es el más débil, la coacción falta. sa ; 

La coacción puede adoptar dos formas,de repulsión y de i impo- 
sición, según que se hayan de rechazar eN atayues á la integridad 
Ó eficacia del derecho, ó bien sea preciso emplear las energías 


E 
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físicas. para realizar de un modo incontrastable ó para imponer al 
obligado el respeto y los servicios positivos que constituyen el 
contenido de su deber en el caso concreto de que trata. 


Si el derecho es armonía, no puede haber derecho contra 
derecho ni contra deber; así como tampoco puede haber deber 
contra deber, ni facultad ú obligación opuestas á la ley, porque 
siendo los derechos y deberes términos de una relación y consi- 
derados el conjunto de unos y otros como derivaciones de la ley 
jurídica, no cabe contraposición en el orden incluido en la rela- 
ción jurídica ó el objetivo que los justifica. 

Sin embargo, hay ocasiones en que se presentan varios dere- 

chos ó deberes en colisión aparente, cuando en un caso coinciden 
dos ó más derechos ó deberes cuya actuación simultanea es 
imposible. Es cierto que la colisión no puede ser real, pero en 
apariencia de tal modo se oponen, que son muy graves las cues- 
tiones que pueden proponerse. 

Los criterios fundamentales á que podemos acudir para 
determinar la preferencia y el orden respectivos con que ha de 
actuarse son los siguientes: 

12 Todo derecho (y lo mismo todo deber) tiene un fin, una .. 
esfera de acción propia y es parte del orden armonioso universal: 
cuplido el el fin, carece de razón de ser, no puede invadir otras 
demostraciones no comprendidas en la suya propia, y debe con- 
cordarse con los demás factores y elementos del orden, para que 
lejos de producir entorpecimientos y pertubaciones, conspiren 
todos á un fin común mediante la coexistencia, la coordinación, 
la cooperación y aun la unificación. 

22 Sila materia del derecho es insuficiente para satisfacer 
todas las reclamaciones jurídicas que sobre ellas se proponen, 

debe darse la prioridad al derecho superior; y en caso de ser 
iguales todos los que se presentan, habrá de repartirse entre 
elloz proporcionalmente á la cuantía de cada reclamación justa. 

32 Es derecho superior el que sirve para cumplir un fin más 
importante, se ostenta de un modo más evidente y sea más necesario 
para la consecución del respectivo fin. 

Cuando esas tres razones de preferencia se hallan repartidas 
entre los derechos que aparentemente contienden, entendemos 
que dada la demostración de los derechos y de los deberes, la 
razón de superioridad está en la necesidad de los mismos para la 

realización del fin á que tienden, y únicamente cuando este cri- 


- 
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mayor ó menor evidencia del deber ó derecho de que se trata. 
Propónese an caso de colisión de derechos completamente 
insoluble en sentir de algunos:Dos náufragos se agarran á la 
misma tabla, ¿cuál de los dos tiene derecho á salvarse en ella? Si 
ninguno de ellos puede alegar derecho preferente, como no hay 
razón alguna que determine en el orden jurídico quién debe 
apropiarse de ese medio de salvación, el éxito de la lucha que entre 
ellos se entabla tiene que ser el que fije la poseción. Si los que 
luchan por apoderarse de la tabla son personas entre las que 
media alguna subordinación, no parece que se rompan los lazos 
por la oposición de intereses; y en otro caso, y no mediando 
razón clara de preferencia entre ninguno de ellos, como el dere- 
cho es un orden de preferencia, ninguno tiene derecho, y no es 
extraño que la fuerza determine la superioridad, pues ambos 
náufragos tienen derecho á salvarse, pero ninguno lo tiene en la 
tabla disputada. Si alguno hallase poco armónica esta solución, 
debe tomar en cuenta que nos referimos al criterio humano, práe- 
tico y, pudiéramos decir, angustioso, en un caso en que la protec- 
ción y la coacción social no pueden prestarse ni tampoco realizarse 
* la coordinación concreta de los derechos por la jurisdicción del 
Estado; y abandonados los individuos á sus propias fuerzas, no 
puede exigírseles más que el respeto al derecho superior al suyo. 


$ 
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ei CAPITULO 111 


Derecho de la naturaleza y equidad 


La teoría de un conjunto de principios de derecho puesto,por 
su superioridad intrínseca, sobre las ansiguas leyes, tuvo en Roma 
como tiene en Inglaterra, buena acogida. Un conjunto de princi- 
pios semejantes, en cualquier sistema en que se funde, es lo que 
en el precedente capítulo llamamos equidad; término que, según 
se va á ver, fué uno de los que usaron, para designar esta reforma - 
del derecho, los mismos jurisconsultos romanos. E DAS, 

_ La jurisprudencia del tribunal de Cancillería, que lleva el. 

. nombre de equidad en Inglaterra, no podría ser convenientemen- 
te discutida más que en un tratado aparte. Su contextura es muy 
compleja y sus materiales proceden de muchos orígenes diferentes. 
Los primeros concilleres eclesiásticos aportaron muchos principios 


(1) Véase el número 12. 


"LA ESCUELA DE DERECHO "3 


Le y 

_del derecho conónico sobre los cuales reposa todo el edificio. Los 
jueces posteriores de la Cancillería han dado entrada al derecho 
romano, más fertil que el canónico en reglas aplicables á las 
contiendas seculares; y hay muchas sentenctas en que, aun sin 
- citarle, se copian párrafos enteros del Corpus juris civilis. Más 
recientemente, sobre todo desde la mitad al fin del siglo XVIII, 
los sistemas mixtos de jurisprudencia y de moral de los publicis- 
tas de los Países Bajos fueron muy estudiados, y desde lord 
Talbot hasta la entrada de lord Eldon en la Cancillería, ejercieron 
- considerable influjo sobre la jurisprudencia de ese tribunal. Di- 
Cha jurisprudencia, formada, como se ve, de diversos materiales, 
tuvo siempre necesidad de conformarse con las analogías del 
derecho común, pero ha constituído en todo tiempo un cuerpo 
de principios jurídicos relativamente nuevos, destinados á rem- 
plazar la vieja jurisprudencia del país en virtud de una superiori- 

dad moral intrínseca. 
La equidad entre los romanos era de una construcción más 
simple y se puede seguir más fácilmente su desenvolvimiento 
desde el principio. Su carácter y su historia merecen examen 
atento, porque de ellas se derivan muchas ideas que han ejercido 
profunda influencia sobre el pensamiento humano y que han 
afectado por eso mismo seriamente los destinos de la humanidad. 
“¿Los romanos atribuían dos orígenes á su derecho. Todas las 
naciones, dice la instituta de Justiniano, gobernadas por leyes ó cos- 
tumbres, se rigen en parte por sus leyes particulares,y en parte por leyes 


un pueblo, se llama derecho czvil; pero el que la razón natural dicta á 
todo el género humano se llama derecho de las naciones (jus gentium), 
porque todas las naciones se sirven de él. La parte de derecho que 
la razón natwral dicta a todo el género humano, es elelemento que se 
"suponía haber introducido el pretor en la jurisprudencia de aquel 
pueblo. Entonces se le llamaba más simplemente derecho natu- 
ral (Jus nalurale) y se decía que sus prescripciones eran dictadas 
por la equidad natural y también por la razón natural. Vamos 
 á ver si descubrimos el origen de estas famosas expresiones, 
derecho de gentes, derecho natural y equidad, y si determinamos 
la relación entre los conceptos distintos que expresan. 

Cualquiera que haya estudiado, aunque sea superficialmente 
“la historia de Roma, ha debido notar la influencia extraordinaria 
que la presencia de los extranjeros, bajo distintos nombres, tuvo 
allí en los destinos de la República. Las causas de esta inmigra- 
ción son muy visibles en los últimos tiempos, porque es fácil 
comprender que los hombres de todas las razas afluían á una 
villa dominadora del mundo; pero el caso es que este mismo 
fenómeno, de una población numerosa de extranjeros y de manu- 
-——mitidos, se nos muestra desde las primeras páginas de la historia 
de Roma. Sin duda, la sociedad de la antigua Italia, compuesta 


comunes á todo el género humano. El derecho que hace para sí mismo” 


* 
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en gran parte de hordas de ladrones, era insencible, y por esto los 
hombres estaban siempre obligados á buscar el territorio de otra 
comunidad bastante fuerte para protegerse y protegerlos contra 
los ataques exteriores, aunque la protección se comprara al precio 
de crecidos impuestos, de pérdida de libertades políticas y aun 
de indudable humillación social. Si esto no lo explica todo, 
habrá acaso que suponer también activas relaciones mercantiles, 
que, aunque no completamente de acuerdo con las tradiciones 
militares de la República, existieron sin duda entre Roma y Car- 
tago y el interior de Italia en los tiempos antihistóricos. A cual- 
quier circunstancia que se atribuya, lo cierto es que el elemento 
extranjero de la República determinó la dirección de su historia, 
reducida en todas las épocas al relato de los conflictos entre una 
nación tenaz y una población extranjera. ; 
En los tiempos modernos no.se halla nada de esto; primero, 
porque las naciones contemporáneas no han recibido nunca ó casi 


nunca inmigraciones de extranjeros suficientemente considerables A 
para la masa de ciudadanos; segundo, porque los Estados moder- po: 
nos, sujetos todos al poder que se reconoce en un Rey ó superior y ; 
político, absorben rápidamente masas de emigrantes, al contrario A 
del mundo antiguo, donde los ciudadanos primitivos de una Ba 
República se creían unidos porlos lazosdela sangre y consideraban ON 
como usurpaciones desu herencia las reclamaciones de los extran- pe 
jeros para participar de su derecho. 0 

En los primeros tiempos de la República romana, el principio 3 
de exclusión absoluta de los extranjeros se hallaba tanto en el 2 
derecho civil como en la Constitución del Estado. El extranjero 20 
no podía tener participación alguna en instituciones que se ? 
suponían tan antiguas como el Estado mismo; no podía gozar las E 


ventajas del derecho quiritario; no podía entrar en el nexum, que 
era á la vez la transferencia de los bienes y la forma primitiva 
del contrato entre los romanos; no podía tampoco intentar la p: 
acción sacramenti, modo de procedimiento cuyo origen se remonta 
á la infancia de la civilización. Sin embargo, ni el interés ni la 
seguridad de Roma permitían dejarle completamente fuera de 
ley. Todas las antiguas comunidades corrían el riesgo de ser 
destruídas por cualquier perturbación ligera de equilibrio, y el 
simple instinto de conservación tenía que forzar á los romanos 
á definir en cualquier forma los derechos y deberes de los extran- 
jeros, que, pudiendo dirimir sus contiendas á mano armada, 
ofrecían realmente un peligro en el antiguo mundo. 


(Continuará.) 


